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DIVISION DE ASESORIA Y GESTION JURIDICA

Al contestar refiérase

al oficio N° 13964
26 de noviembre de 2007
DAGJ-1508-2007
Licenciado
Rolando Villegas Hidalgo
Alcalde

MUNICIPALIDAD DE SANTA BARBARA

Estimado señor:
Asunto: Criterio sobre el pago de prohibición y su vinculación o no  al ejercicio liberal de la profesión

Nos referimos a su oficio No.383-2007 de fecha 13 de agosto del año en curso, en el cual consulta acerca del alcance del ejercicio de la profesión de Administración de Oficinas como profesión liberal para ejercer el puesto de Proveedora Municipal, a los efectos del pago de la compensación salarial por prohibición.

Asimismo, refiere que el puesto de Proveedor de esa corporación lo desempeña desde el 06 de febrero de 2000 una funcionaria que es Bachiller en Administración de Oficinas de la Universidad Nacional, siendo que existe una gestión del Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas en la que se señala que la idoneidad para ese cargo implica que su titular sea un profesional en algunas de las áreas de las Ciencias Económicas, gestión que, independientemente de su procedencia jurídica o no, resulta caduca por haber transcurrido los 4 años que establece el artículo 173 de la Ley General de Administración Pública para la eventual anulación del respectivo nombramiento.

Adjunta el criterio legal de ese Municipio (oficio de fecha 27 de julio de 2007) el cual concluye que “tratándose de un cargo contenido en la enumeración establecida en el artículo 14 de la Ley No.8422 y el artículo 27 de su respetivo reglamento, procede el pago del 65% de compensación económica sobre el salario base, a la persona que ocupa el puesto de Proveedor Municipal, si está habilitada por un Colegio Profesional para el ejercicio de una profesión liberal. Sí, por el contrario, aunque está nombrada en tal puesto, no cuenta con una profesión liberal, tal compensación no procedería.”

La Bach. Cynthia Salas Cavaría, proveedora de esa Municipalidad,  remite a este Despacho oficio en que aporta sus atestados, los cuales no pueden ser considerados por cuanto las políticas institucionales en materia consultiva impiden atender situaciones concretas.

· CRITERIO DEL DESPACHO
Si bien la Procuraduría General de la República ha sostenido que “...la competencia para dictaminar, con carácter vinculante, sobre los funcionarios que están sujetos al régimen de prohibición previsto en el artículo 14 de la Ley N° 8422 citada, corresponde a la Contraloría General de la República y no a esta Procuraduría” (OJ-129-2005, del 31 de agosto de 2005 y dictamen C-422-2005 de 07 de diciembre de 2005), es lo cierto que el interpretar aspectos vinculados a esa retribución ajenos al tema de los sujetos pasivos del beneficio y relacionados más bien con las condiciones o requisitos sobre su disfrute, es un asunto que por ser propio de materia de la función pública corresponde dilucidar a la Procuraduría General y no a este Despacho, motivo por el cual procederemos a emitir una opinión jurídica y no un dictamen vinculante sobre la consulta formulada.

En ese sentido, la propia Procuraduría General de la República se ha referido en especifico al requisito de contar con el título académico que lo acredite como profesional liberal y estar debidamente incorporado al Colegio Profesional respectivo, así como a los estudios y grados universitarios de “Administración de Oficinas”, en el dictamen C-422-2005 de 07 de diciembre de 2005, en los siguientes términos:
“Es menester de esta Procuraduría aclarar que se entiende como profesiones liberales, “aquellas que, además de poder ejercer en el mercado de servicio en forma libre, es necesario contar con un grado académico universitario y estar debidamente incorporado al respectivo colegio profesional, en el caso de que exista. En otras palabras, las profesiones liberales serían aquellas que desarrolla un sujeto en el mercado de servicios, el cual cuenta con un grado académico universitario, acreditando su capacidad y competencia para prestarla en forma eficaz, responsable y ética, y que está incorporado al colegio profesional”. (OJ-076-2003 del 22 de mayo de 2003). 

Asimismo, en el dictamen N° C-379-2005 del 7 de noviembre de 2005, expusimos ampliamente lo que debe entenderse como profesión liberal, así como la especial función que cumplen los colegios profesionales. En lo que aquí nos interesa, concluimos lo siguiente: 

“ (...) Así, el profesional liberal cuenta no sólo con una formación intelectual y científica de cierto nivel en un determinado campo de actividad o rama del conocimiento, que a su vez lo faculta para resolver los asuntos que le sean planteados, sino que además están presentes los otros elementos que bien se explican en la transcripción arriba consignada. 

Lo anterior permite afirmar que pueden existir ramas del conocimiento en las que puede alcanzarse una formación académica superior de nivel universitario -y desde ese punto de vista la persona tiene la condición de profesional- pero ello no necesariamente implica que se trate de una profesión liberal, que es justamente lo que ocurre con la formación en el campo del secretariado. 
En efecto, tal como lo explica la doctrina, el profesional liberal en el desempeño de su profesión actúa con independencia de criterio, es decir, existe como premisa básica una libertad de juicio, que confiere ese amplio margen de discrecionalidad en el manejo y aplicación de sus conocimientos, criterio en el cual confía el cliente para la resolución del asunto que le somete a su encargo, y en cuyo manejo no interviene, justamente por esa independencia con la que actúa el profesional liberal en su campo. Asimismo, atendiendo al perfil de ese profesional es que su cliente lo elige a él y no a otro para asesorarlo o para la realización de determinado trabajo. 

Nótese cómo en el caso de las labores desarrolladas por una profesional en secretariado no puede existir esa plena libertad de juicio, sobretodo porque las labores que puedan encargársele necesariamente constituyen un apoyo técnico administrativo que por naturaleza estará siempre bajo una relación de subordinación, y en donde no existe de por medio una labor que implique la libertad y a la vez la responsabilidad de resolver por el fondo determinados asuntos en forma autónoma. 

Ello igualmente explica que, tratándose de labores de secretariado, lo normal y usual es que sean prestadas al servicio de un patrono, y no que se tenga una oficina abierta de atención al público. Ello por cuanto la función de apoyo administrativo ostenta naturaleza permanente, a diferencia de los servicios del profesional liberal, que son susceptibles de ser prestados a un número indeterminado de clientes para la atención de casos o trabajos específicos, retribuidos con el pago de honorarios. 

En este punto se hace necesario hacer una importante digresión, relativa al caso de aquellos que ostentan una profesión liberal y, sin embargo, prestan sus servicios como asalariados, toda vez que hemos venido señalando como característica de estos servicios profesionales el hecho de que no existe relación de dependencia ni permanente con la clientela, aunque pueda haber habitualidad en el requerimiento de los servicios. 

Al respecto, valga llamar la atención sobre el hecho de que aquel profesional -liberal- que está contratado por un patrono y percibe sueldo en lugar de honorarios, no pierde por esa circunstancia su independencia técnica en todo lo relativo a su especialidad, aunque pueda estar sometido a cierta dependencia jerárquica y económica que lo obligue a cumplir, por ejemplo, un determinado horario, a atender a determinados clientes, a rendir cuentas sobre sus labores, a observar reglamentaciones internas, etc., tal como ocurre con los médicos de empresa, abogados de planta, contadores generales de las compañías, etc.  Es decir, puede configurarse una subordinación de naturaleza laboral, pero no de criterio, toda vez que dentro de su especialidad y en lo relativo propiamente al ejercicio de su profesión, la persona mantiene su libertad de juicio para efectos de atender los asuntos que le sean encargados”. 

Así, el dictamen C-422-2005 concluye que “la sujeción al régimen de prohibición establecido en la Ley N° 8422 y el pago de la respectiva compensación económica procede únicamente respecto de aquellos funcionarios que ostentan una profesión liberal y se encuentran debidamente incorporados al Colegio Profesional correspondiente”. 
En un sentido similar, el Dictamen C-027-2006 de 31 de enero de 2006 señala que “(...) este régimen de prohibición está concebido única y exclusivamente para el ejercicio de profesiones liberales, mas no para cualquier otra ocupación respecto de la que puede ostentarse un grado profesional, pero que no conlleva una actividad susceptible de ser ejercida en forma liberal”. 

Con fundamento en lo antes expuesto, lo primero que debe analizarse para verificar que opere la prohibición y proceda juridicamente el pago de la compensación económica respectiva de un cargo afecto a esa restricción, es que el funcionario ostente un grado académico que lo habilite para el ejercicio de una profesión liberal, y lo segundo, que cuente con los requisitos académicos y de cualquier otro tipo que exija el colegio profesional respectivo, y que se encuentre debidamente incorporado a aquél, por supuesto en los casos en que la colegiatura es exigida para el ejercicio de la profesión. 


CONCLUSIÓN


A juicio de la Procuraduría General de la República la carrera de Administración de Oficinas no es enmarcable dentro del concepto de profesión liberal, motivo por el cual no es procedente el pago de la compensación por prohibición, en el tanto no se trata de una mera indemnización económica a quien tenga un grado académico y ocupe un cargo público referenciado en el artículo 14 de la Ley No.8422, sino que esa restricción y ese pago debe tener vinculación, como bien dice la norma legal, con una profesión liberal  -no con una profesión cualquiera- y se encuentren incorporados al colegio profesional respectivo, todo para asegurar la dedicación total al cargo público y evitar un real o potencial conflicto de intereses con el interés público.
Atentamente, 
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